
 
 

 
                                                      
 
 

 

  

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

 

 

 

Señor 
JUZGADO 027 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E. S. D. 
 
 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: ARGENIS ROJAS CABRERA 

DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FOMAG 
RADICADO: 11001333502720220009200 

 
  

 
Asunto: Contestación de demanda. 
 
Yo, Samuel David Guerrero Aguilera, abogado en ejercicio, mayor de edad, identificado con Cédula 
de Ciudadanía número 1.032.490.579 de Bogotá y portador de la Tarjeta Profesional No. 354.085 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACIÓN - MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIÓNAL – FOMAG, conforme con la sustitución de poder suscrito por el doctor LUIS 
ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía 
No. 80.211.391 de Bogotá D.C., y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del Consejo Superior 
de la Judicatura, quien este a su vez se le fue conferido poder principal y general por parte del de Dr. 
LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por el Ministerio de 
educación Nacional mediante resolución No. 014710 de 21 de agosto de 2018 “por la cual se hace un 
nombramiento ordinario”, por medio de la presente me permito presentar CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA del proceso de la referencia en los siguientes términos: 
 

I. A LAS PRETENSIONES 
 

Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las pretensiones solicitadas en la demanda, sus 
declaraciones y condenas, por carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a LA 
NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO de todo cargo. 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

De acuerdo con lo anterior, me pronuncio de manera individual a cada una de las pretensiones de 
la demanda: 
 
ME OPONGO A CADA UNA DE LAS PRETENSIONES, toda vez que la negativa de la entidad a reconocer 
la prima de mitad de junio obedece a que el demandante no logró acreditar ser beneficiario de esta, 
en los términos contenidos en el Acto Legislativo 01 de 2005, por lo tanto, no hay lugar a acceder a 
las pretensiones declarativas y de condena señaladas. 
 

II. A LOS HECHOS 
 
PRIMERO: Lo tomo como cierto conforme a la documentación aportada. 
 
SEGUNDO: No me consta, y agrego, este hecho debe ser esclarecido mediante prueba de oficio 
dirigida hacía la UGPP, para conocer si, efectivamente, no cuenta con la pensión gracia, puesto que, 
por construcción jurisprudencial, algunos docentes vinculados después de 1980, los sigue cobijando 
está prestación. 
 
TERCERO: Lo tomo como cierto por la documentación aportada. 
 
CUARTO: Lo tomo como cierto por la documentación aportada. 
 
QUINTO: Lo tomo como cierto por la documentación aportada. 
 
SEXTO: Lo tomo como cierto por la documentación aportada. 
 

III. EXCEPCIONES  
PREVIAS: 

 
- NO COMPRENSIÓN DE LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES/ FALTA DE 
INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO POR PASIVA/ NECESIDAD DE VINCULAR AL ENTE TERRITORIAL 
 
El artículo 61 del Código General del Proceso, ordena establece que cuando más de uno de los 
intervinientes en los actos o en las situaciones a demandar, conllevara a que se necesitara fallar de 
manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sobre los mismo sin tener su vinculación, deberá 
integrarse un litisconsorcio necesario y correrse traslado al o los litisconsortes para que contesten la 
demanda.  
 
A su vez el artículo 224 del Código de Procedimiento Administrativo y de Lo Contencioso 
Administrativo, concerniente a la integración de un litisconsorcio facultativo, habilita a que justo 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

antes del auto que fija fecha de audiencia inicial, aquellos que tengan interés puedan vincularse al 
proceso. 
 
Ahora, como La ley 91 de 1989, creo al fondo nacional de prestaciones sociales del magisterio como 
una cuenta independiente del Ministerio de Educación Nacional, Sin personería jurídica, y como nos 
encontramos en la etapa procesal oportuna, solicito que por favor se vincule a la Entidad territorial, 
nominadora y empleadora de la docente, secretaria de Educación del Municipio de Pereira. Esto 
pues, dada la carencia de personería jurídica del Fondo, y la calidad de Sociedad Anónima y Sociedad 
de Economía Mixta de su administradora la Fiduprevisora S.A., se le delego a las Entidades 
territoriales el rol y el deber de reconocer y liquidar las prestaciones sociales de los docentes y expedir 
los actos administrativos necesarios para que el Fondo hiciera su pago. 
 
Así las cosas, la entidad que tiene en su poder los antecedentes administrativos de la petición, así 
como la historia laboral del docente, el registro de su salario, su fecha de vinculación y quien, en 
ultimas expidió el acto administrativo fuera de tiempo, como lo arguye la demandante, fue el ente 
territorial.  
 
Por lo tanto, señor juez como la demanda no se comprendió a todos los litisconsortes debe declararse 
esta excepción previa y terminarse el proceso, o, para evitar nulidades, debe vincularse al ente 
territorial y corrérsele traslado de la demanda para que la conteste 
 

- INEPTA DE DEMANDA POR IDENTIFICACIÓN ERRONEA DE LAS PARTES  / INEXISTENCIA DE LA 
PARTE DEMANDADA 

 
Toda vez que la demanda va dirigida a la regional Bogotá del Fondo Nacional de Prestaciones sociales 
del Magisterio (en adelante FOMAG), he de manifestar que dicha entidad, o regional de dicha entidad 
no existe. El FOMAG es un patrimonio autónomo, no una entidad, por lo tanto, no tiene regionales 
constituidas, y no funciona bajo los principios de descentralización o desconcentración 
administrativa. Por el contrario, el FOMAG, al ser solo una cartera de fondos, se limita solamente a 
desembolsar los recursos reconocidos por los entes territoriales, a través de las actuaciones de su 
vocera LA FIDUPREVISORA S.A. todo esto, se encuentra apoyado en la ley 91 de 1989, el Decreto 1272 
de 2018, y el decreto 942 de 2022. Esta normatividad citada, ratifica, no solo la calidad del FOMAG 
como patrimonio autónomo, sino la responsabilidad de los entes territorial en el reconocimiento de 
las prestaciones económicas de los docentes. Al no existir la parte demandada, debe declararse la 
excepción de inepta demanda. 
 
- SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE OFICIO 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

Solicito al Despacho reconocer oficiosamente las que resulten demostradas en el curso del proceso 
y cuyas circunstancias obstruyan el nacimiento o determinen la extinción de los efectos en que se 
apoyan la demanda y que impidan parcial o totalmente el pronunciamiento judicial impetrado por el 
demandante inicial, en aplicación a lo ordenado por el artículo 282 del C.G.P. 
 
MIXTAS:  
 
-                    INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN / COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
Tal como se expondrá más adelante en el sustento jurídico de la contestación, he de manifestar que 
lo reclamado por el demandante no existe, y no es posible otorgárselo, por lo tanto. Esto pues, 
conforme a lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 2005, se suprimieron todas las mesadas 
adicionales, y se creó una prohibición de carácter constitucional a percibir más de 13 mesadas en el 
año. Este acto legislativo impera sobre todos los regímenes pensionales, sean los ordinarios, de 
ahorro individual o prima media, o sean los exceptuados y especiales, como el régimen docente. El 
único escenario en el cual se puede predicar la existencia del derecho a una mesada adicional es que 
el derecho pensional se haya consolidado con anterioridad a la entrada en vigor del acto legislativo y 
que la mesada sea inferior a 3 SMLMV. 
 
De esta forma, se tiene que el derecho de la demandante a la pensión fue reconocido por parte del 
ente territorial, quien es el responsable de realizar dicho acto jurídico, mediante la resolución 5019 
DE 2009, la cual se encuentra en el régimen de transición del acto legislativo 01 de 2005 por lo que, 
para predicarse la inexistencia de la mesada adicional en junio, debe revisar el monto total de su 
mesada. Siendo así, el docente no podría gozar de este derecho, por cuenta del monto total de su 
mesada; Adquirió el estatus de pensionado el día 08-10-2018, De esta forma tenemos que la mesada 
pensional originalmente reconocida en su favor fue de 1648948 pesos, lo cual es superior a tres 
Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes del año 2009, el cual serían 1490700 pesos. 
 
DE MERITO: 

 
- LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 
 
Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió en 
estricto seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que 
se encuentre viciado de nulidad alguna. 
 
- BUENA FE 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

Mi representado ha actuado de buena fe como quiera, que de acuerdo al trámite establecido en la 
Ley, los pagos de prestaciones sociales en el régimen excepcional de los docentes dependen no solo 
del correcto diligenciamiento de los respectivos actos administrativos por parte de la entidad 
territorial que pertenece el docente y del visto bueno de la entidad fiduciaria, sino también de la 
disponibilidad presupuestal, teniendo en cuenta lo previsto en la Ley 38 de 1989 y demás normas 
que han modificado y/o adicionado, que regulan lo correspondiente al régimen presupuestal de las 
sociedades de economía mixta como lo es la Fiduprevisora S.A. 
 
- IMPROCEDENCIA DE CONDENA EN COSTAS. 
 
Debe precisarse que, conforme dispone el Código General del Proceso, aplicable por remisión 
expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo: 
 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a 
aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

 
[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se causaron y 

en la medida de su comprobación. […]”  
 
Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la condena en 
costas de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos, en consecuencia, solo habrá 
lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe de manera objetiva su causación, en 
consecuencia, y en ausencia de su comprobación no procede entonces la condena por cuanto los 
argumentos de defensa de la parte demandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se 
observa en el expediente del proceso recurrido. 
 
El Consejo de Estado ha señalado de manera pacífica que la condena en costas no es objetiva, y en 
tal sentido se debe desvirtuar la buena fe de la entidad. 
 
El Despacho se apartaría de la pacífica jurisprudencia del Consejo de Estado, al señalar una 
imputación de condena en costas objetiva, sin tener presente que, en la jurisdicción Contencioso-
Administrativa, como lo ha señalado la sección segunda en casos, se debe tener en cuenta la 
actuación de la parte que apodero, en la medida que siempre actuó de acuerdo con lo señalado por 
la ley 91 de 1989, reconociendo los factures salariales taxativamente consagrados. 
 
Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestaciones 
económicas de los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el Consejo de 
Estado: 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
“En cuanto a las costas, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones de 

la Sección Segunda12 de esta Corporación sobre el particular, en la medida que el artículo 
188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo entrega 
al juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual debe resultar de analizar diversos 
aspectos dentro de la actuación procesal, tales como la conducta de las partes, y que 
principalmente aparezcan causadas y comprobadas, siendo consonantes con el contenido del 
artículo 365 del CGP; descartándose así una apreciación objetiva que simplemente consulte 
quien resulte vencido para que le sean impuestas. 

 
En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de 

condenar en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya definidos por la 
jurisprudencia, echándose de menos, además, alguna evidencia de causación de expensas que 
justifiquen su imposición a la parte demandada”4. 

 
Es así como del pronunciamiento del Consejo de Estado, se demuestra que la condena en costas no 
es objetiva, sino que debe entonces el Juez tener en cuenta la buena fe de la entidad respecto a sus 
actuaciones procesales. Como se evidencia en el expediente EL DESPACHO NO PRESENTÓ PRUEBAS 
O FUNDAMENTO ALGUNO sobre la ocurrencia de alguna actuación por parte de la entidad 
demandada NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO– FOMAG, que desvirtúa la presunción de buena fe. 
 
Ante la falta del cumplimiento del requisito procesal para realizar la respectiva condena en costas, la 
misma no procede, quien ha actuado en el curso del proceso en buena fe conforme a la 
jurisprudencia y a los principios constitucionales. 
 

IV. FUNDAMENTO JURÍDICO DE LA DEFENSA 
 
NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEL CONTRATO 
DE FIDUCIA MERCANTIL. 

 
Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales de los 
docentes nacionales y nacionalizados al servicio de la educación primaria y secundaria del Estado, 
efectuando el pago de dichas prestaciones, que correspondan al personal afiliado y sus beneficiarios, 
garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, entre otros aspectos de conformidad 
con lo establecido en el artículo 5 de la mencionada ley. 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha considerado 
que, se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, sin personería 
jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de carácter 
indirecto del orden nacional. 
 
Por lo anterior, la misma normativa que crea el Fondo, establece el mecanismo por el cual este 
actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello por lo que la norma 
preestablece que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En 
cumplimiento de la misma, el Ministerio de Educación Nacional y la sociedad fiduciaria (Fiduprevisora 
S.A.), suscribieron: “CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante 
escritura pública N° 83 del veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del 
círculo notarial de Bogotá D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como 
Fideicomitente y la compañía Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir 
una fiducia mercantil sobre los Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en adelante –EL FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, 
invierta y destine al cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo. 
 
Ahora bien, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una Sociedad Anónima de Economía Mixta de carácter 
indirecto del Sector Descentralizado del Orden Nacional, sometida al régimen de las Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado, autorizada por el Decreto Ley No. 1547 de 1984 y constituida 
mediante Escritura Pública No. 25 del 29 de marzo de 1985 de la Notaría 33 del Círculo Notarial de 
Bogotá, transformada en Sociedad Anónima mediante Escritura Pública No. 0562 del 24 de enero de 
1994 Notaría 29 del Círculo de Bogotá, autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia, 
con domicilio en la ciudad de Bogotá e inscrita en la Cámara de Comercio de la misma ciudad. 
 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., es una entidad de servicios financieros, cuyo objeto social exclusivo 
es la celebración, realización y ejecución de todas las operaciones autorizadas a las Sociedades 
Fiduciarias, por normas generales y por normas especiales esto es, la realización de los negocios 
fiduciarios tipificados en el Código de Comercio y previstos tanto en el Estatuto Orgánico del Sector 
Financiero como en el Estatuto de la Contratación de la Administración Pública, al igual que en las 
disposiciones que modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten a las anteriormente detalladas. 
 
Una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
FIDUPREVISORA obrando como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo y FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO “FOMAG”, es preciso referirnos a la 
demanda de la referencia bajo los siguientes parámetros: 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

RÉGIMEN PENSIONAL DE LOS DOCENTES VINCULADOS AL SERVICIO PÚBLICO EDUCATIVO OFICIAL.  
 
La jurisprudencia del H. Consejo de Estado explica que, conforme con el parágrafo transitorio 1 del 
Acto Legislativo 01 de 2005, son dos los regímenes pensionales que regulan el derecho a la pensión 
de jubilación y/o vejez para los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al 
servicio público educativo oficial, y la aplicación de cada uno de estos regímenes está condicionada a 
la fecha de ingreso o vinculación al servicio educativo oficial de cada docente, situación que resulta 
determinante para conocer la normativa aplicable, los requisitos para acceder a la pensión, la tasa de 
reemplazo y el periodo y la metodología que se tiene en cuenta para calcular el IBL, así: 
 

Régimen de pensión ordinaria de jubilación 

de la Ley 33 de 1985 
Régimen pensional de prima media 

Para los docentes nacionales, nacionalizados y territoria-

les vinculados al servicio público educativo oficial con an-
terioridad a la entrada en 

vigencia de la Ley 812 de 2003. 

 
Para los docentes vinculados a partir de la entrada en vigor de 
la Ley 812 de 2003. 

Normativa aplicable Normativa aplicable 

  Literal B, numeral 2º del artículo 15 de la Ley 91 
de 1989 

 Ley 33 de 1985 

 Ley 62 de 1985 

 Artículo 81 de la Ley 812 de 2003 

 Ley 100 de 1993 

 Ley 797 de 2003 

 Decreto 1158 de 1994 

Requisitos Requisitos 

  
 Edad: 55 años (H/M) 
 Tiempo de servicios: 20 años 

 Edad: 57 años (H/M) 
 Semanas de cotización: Artículo 33 Ley 100 de 

1993 modificado por artículo 9 de 

la Ley 797 de 2003 

Tasa de remplazo - Monto Tasa de remplazo - Monto 

  

 
75% 

65% - 85%1 

(Artículo 34 Ley 100 de 1993 modificado por el 
artículo 10 de la Ley 797 de 2003). 

Ingreso Base de Liquidación – IBL Ingreso Base de Liquidación – IBL 

Periodo Factores Periodo Factores 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Último año de servicio do-
cente 

 
(literal B numeral 2º del ar-

tículo 15 de la Ley 91 de 1989 / 
artículo 1º de la Ley 33 de 
1985) 

- Asignación básica 
- Gastos de representación 

- Primas de antigüe- dad, 
técnica, ascensional y de ca-
pacitación 

- Dominicales y feria- dos 
- Horas extras 

- Bonificación por ser- vicios 
prestados 
- trabajo Suplementa- rio o 

realizado en jornada noc-
turna o en día de descanso 
obligatorio 

(Artículo 1º de la Ley 
62 de 1985) 

 
 
 
 
 
 
 
 

El promedio de los sala-
rios o rentas sobre los cua-
les ha cotizado el afiliado 

durante los 10 años ante-
riores al reconocimiento 
de la pensión 

 
(Artículo 21 de la Ley 100 de 

1993) 

 
- Asignación básica mensual 
- Gastos de representación 

- Prima técnica, cuando sea 
factor de salario 

- Primas de antigüedad, ascen-
sional de capacitación cuando 
sean factor de salario 

- Remuneración por trabajo 
dominical o festivo 

- Bonificación por servicios 
prestados 
- Remuneración por trabajo 
suplementario o de horas ex-
tras, o realizado en jornada 
nocturna 

 
(Decreto 1158 de 1994) 

De acuerdo con el artículo 

8º de la Ley 91 de 1989 los 

docentes a quienes se les 
aplica este régimen gozan 
de un esquema propio de 
cotización sobre los 

factores enlistados. 

 

 
Finalmente, la Sentencia de Unificación establece las siguientes reglas: 
 

“a. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados 
antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria 
de jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los 
factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado los 
respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se 
puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo” 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

b. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen 
pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los 
requisitos previstos en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para 
hombres y mujeres. Los factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los 
previstos en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones.”  

 
Es así, que, para analizar el régimen jurídico aplicable, primero se debe establecer la fecha de 
vinculación o ingreso al servicio educativo oficial, para luego definir si se aplica los factores que se 
deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado los respectivos aportes 
de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y, por lo tanto, no se puede incluir ningún factor 
diferente a los enlistados en el mencionado artículo. O si, por el contrario, pertenecen al régimen de 
prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003. 
 
SOBRE LA MESADA ADICIONAL Y LA PRIMA DE MITAD DE AÑO 
 
Con respecto al debate suscitado, sobre el derecho que reclama la demandante, a percibir la prima 
de mitad de año, es menester recordar que en la Ley 91 de 1989 si bien no reglamenta propiamente 
un régimen pensional de docentes, en el artículo 15 sí dispuso que las prestaciones sociales de los 
docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, es el que venían gozando en 
cada entidad territorial, mientras que el régimen de los docentes nacionales y el de quiénes se 
vincularan a partir del 1 de enero de 1990, es el correspondiente a los empleados del orden nacional, 
esto es, el previsto en los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969, 1045 de 1978, y demás normas que 
lo modifiquen o adicionen. Adicionalmente, la misma norma señaló: 
 

“…B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y 
nacionalizados, y para aquellos que se nombren a partir del 1o. de enero de 1990, cuando se 
cumplan los requisitos de ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% 
del salario mensual promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente 
para los pensionados del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio año 
equivalente a una mesada pensional.”  

 
Conforme a lo anterior, tienen derecho a una prima de medio año equivalente a una mesada adicional 
con base en la Ley 91 de 1989 art. 15 literal b), los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 
1980, en el entendido que la misma se estableció como una compensación por la pérdida del derecho 
a la pensión gracia. De otro lado, la Ley 100 de 1993 en su artículo 142, creó la denominada mesada 
pensional adicional o mesada catorce en los siguientes términos: 
 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

“ARTICULO 142.- Mesada adicional para actuales pensionados. Los pensionados por 
jubilación, invalidez, vejez y sobrevivientes, de sectores públicos, oficial, semioficial, en todos 
sus órdenes, en el sector privado y del Instituto de Seguros Sociales, así como los retirados y 
pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, cuyas pensiones se hubiesen 
causado y reconocido antes del primero (1o.) de enero de 1988, tendrán derecho al 
reconocimiento y pago de treinta (30) días de la pensión que le corresponda a cada uno de 
ellos por el régimen respectivo, que se cancelará con la mesada del mes de junio de cada año, 
a partir de 1994 (…)."  

 
La Corte Constitucional en la sentencia C-409 de 1994, abordó ampliamente el tema y distinguió 
entre una y otra, declarando inexequibles las expresiones "actuales" y "cuyas pensiones se hubiesen 
causado y reconocido antes del primero (1º) de enero de 1988", contenidas en el inciso primero del 
artículo 142 de la Ley 100 de 1993, al igual que el inciso segundo de la misma disposición, por 
considerarlas una clara violación a la prohibición de consagrar discriminaciones en el mismo sector 
de pensionados, otorgando privilegios para unos en detrimento de los otros, al restringir el ejercicio 
del derecho a la misma mesada adicional sin justificación alguna, para aquellos pensionados jubilados 
con posterioridad al 1° de enero de 1988. 
 
En suma, considera el Máximo Órgano de Cierre Constitucional, que tanto la mesada adicional 
contemplada en el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 como la prima de medio año que consagra el 
artículo 15 de la Ley 91 de 1989 encuentran coincidencia en su finalidad y forma de pago, como 
quiera que ambas son canceladas en junio de cada año y su monto equivale a una mesada pensional 
de quien es acreedor de dichas prestaciones, las cuales solo encuentran discrepancia en la 
temporalidad que cobijan, pues mientras la primera de ellas luego de la sentencia C-409 de 1994 no 
condiciona a sus acreedores a vinculaciones de algún tipo, la segunda de ella solo cobija a quienes se 
hayan vinculado con posterioridad al 1º de enero de 1981. 
 
Igualmente considera la Corte que la creación de estas prestaciones, es decir, la prima de medio año, 
la pensión gracia y la mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100 de 1993-, no persiguen fin 
distinto al de lograr una protección a los intereses de los trabajadores por parte del Estado, en ese 
sentido considera en la sentencia C-641 de 1995: 
 

“14. El beneficio de la mesada adicional del artículo 142 de la Ley 100, el de la prima 
de medio año consagrado en el artículo 15 de la Ley 91, y el similar de la pensión de gracia, 
expresan formas específicas a través de las cuales se tiende a la protección especial que el 
trabajo y la seguridad social deben recibir del Estado. Bajo la perspectiva del Estado social de 
derecho que consagra la Carta, los beneficios citados no hacen otra cosa que desarrollar en 
forma directa los artículos 48 y 53 de la Constitución, que vinculan al legislador con la defensa 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

del derecho a la seguridad social y como correlato, con la garantía del sostenimiento del poder 
adquisitivo de las pensiones.” 

 
Posteriormente, tuvo lugar a la expedición de la Ley 238 de 1995 que adicionó el artículo 279 de la 
ley 100 de 1993, de la siguiente forma: 
 

“Artículo 1o. Adiciónese al artículo 279 de la Ley 100 de 1993, con el siguiente 
parágrafo: "Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 
negación de los beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para 
los pensionados de los sectores aquí contemplados".” 

 
En consecuencia, conforme a la norma anterior, todos los docentes sin excepción adquirieron el 
derecho a la mesada adicional. Ello, en virtud de la aplicación del principio de igualdad expuesto por 
la Corte Constitucional en la referida providencia. Luego, la Ley 812 de 2003, vigente para el 
momento en que se expidió el Acto Legislativo No.01 de 2005, con relación al régimen prestacional 
de los docentes oficiales, dispuso: 
 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen 
prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren 
vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las 
disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley…Los 
docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán afiliados 
al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales 
del régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, 
con los requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 
años para hombres y mujeres”  

 
Acerca de cuál es el régimen aplicable a los docentes que se encontraban vinculados al servicio 
público educativo oficial, con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, el Consejo 
de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo en sentencia del 6 de abril de 2011 CP Luis Rafael 
Vergara Quintero, señaló que el régimen aplicable lo determina la fecha de vinculación, así: 
 

“i) Si la vinculación es anterior al 27 de junio de 2003, fecha de entrada en 
vigencia de la Ley 812, su régimen pensional corresponde al establecido en la Ley 91 de 1989 
y demás normas aplicables hasta ese momento, sin olvidar las diferencias provenientes de la 
condición de nacional, nacionalizado o territorial, predicables del docente en particular; este 
régimen está llamado necesariamente a extinguirse en el tiempo a medida que decrece el 
número de sus destinatarios (régimen de transición). 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

ii) Si por el contrario el ingreso al servicio ocurrió a partir del 27 de junio de 2003, 
el régimen pensional es el de prima media con prestación definida, regulado por la Ley 100 de 
1993 con las modificaciones introducidas por la Ley 797 de 2003, pero teniendo en cuenta 
que la edad se unifica para hombres y mujeres, en 57 años. En ambas situaciones se trata de 
un régimen exceptuado por el legislador, pues mantienen e introducen modificaciones al 
régimen pensional general. En conclusión, se mantuvo la vigencia de la prima de medio año 
consagrada en el artículo 15 de la Ley 91 de 1989.” 

 
De otro lado, el Acto Legislativo 01 del 22 de julio de 2005, adicionó el artículo 48 de la Constitución 
Política consagrando expresamente en su inciso 8° que: 
 

“Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente 
Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende 
que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aún 
cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento". 

 
No obstante, lo anterior, el mismo Acto Legislativo consagró un régimen especial transitorio para los 
docentes vinculados al servicio público educativo, expresando lo siguiente: 
 

"Parágrafo transitorio 1o. El régimen pensional de los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido 
para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en 
vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que 
se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos 
de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos 
del artículo 81 de la Ley 812 de 2003".  

 
De la norma transcrita se desprende que se conservan los dos regímenes pensionales de los docentes 
de que trata el artículo 81 de la Ley 812 del 2003, de suerte que los docentes que ingresaron al 
servicio a partir de su vigencia tienen el régimen de prima media de la Ley 100 de 1993, pero con la 
edad de 57 años para hombres y mujeres; y quienes se vincularon antes, se rigen por la Ley 91 de 
1989, en materia pensional. Estos dos regímenes se conservan para quienes adquieran el derecho a 
la pensión hasta el 31 de julio del 2010, en virtud de los efectos del Acto Legislativo 01 del 2005. 
  
Ahora bien, es importante tener en cuenta que, con la finalidad de introducir como principio 
Constitucional la indispensable sostenibilidad del sistema de Seguridad Social y limitar la posibilidad 
de que por ley o negociación colectiva continuara la multiplicidad de regímenes pensionales y su 
impacto en las finanzas públicas, el Gobierno Nacional presentó dos proyectos de Acto Legislativo el 
20 de julio y el 19 de agosto del 2004, que fueron acumulados para su estudio y trámite. 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
Ambos proyectos de norma constitucional contenían la propuesta de que las personas a las que se 
les reconociera la pensión a partir de la entrada en vigencia del Acto Legislativo no podrían recibir 
más de trece (13) mesadas pensionales al año. Esta propuesta encontró reparos en el Congreso y 
desde el inicio de los debates fue modificada para que la prohibición no quedara referida al momento 
del reconocimiento de la pensión sino a su causación; así, la norma aprobada como inciso 8° del 
artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 2005, ordenó que las personas cuyo derecho a la pensión se 
cause a partir de su vigencia, no podrían recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. 
 
De manera que, a partir del 25 de julio del 2005, fecha en la cual se publicó el Acto Legislativo 01 del 
2005, las personas que adquirieran el derecho a la pensión recibirían un máximo de trece mesadas 
al año, con la excepción establecida en el parágrafo 6º transitorio, que, evidentemente, también está 
restringida en el tiempo y en sus destinatarios concluyendo que: 
 

“Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que causen el 
derecho a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio de 2005, fecha de entrada en 
vigencia del Acto Legislativo No. 1 del 2005, no tiene derecho a la mesada pensional adicional del 
mes de junio de que tratan el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y la ley 238 de 1995. Se exceptúan 
los docentes que causen el derecho a la pensión antes del 31 de julio del 2011, si su mesada 
pensional es igual o inferior a tres salarios mínimos legales vigentes, según lo establece el 
parágrafo transitorio 6° del artículo 1 del Acto Legislativo en mención”. 

 
CASO CONCRETO: 
 
Ahora, la única posibilidad para otorgar el derecho a la mesada adicional es haber adquirido el estatus 
de pensionado, con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del acto legislativo 001 de 2005. En 
este caso es así, sin embargo, toda vez que la pensión reconocida es superior a 3 salarios mínimos de 
2009, fecha en la cual se adquirió el estatus de pensionado, no puede otorgársele el derecho a la 
mesada adicional que se otorga en junio a los docentes.  
 
Así las cosas, como sea que el derecho no acompaña las pretensiones iniciales de la demanda, y que 
ninguna prestación adicional debe ser reconocida ni pagada por parte del Fondo, no es posible 
tampoco, acceder a la reliquidación de la pensión o un pago retroactivo de mesadas adicionales, pues 
estas no se causan y no existen. Por lo tanto, ni en la pretensión principal, ni en ninguna otra 
formulada por la demandante se le encuentra fundamento. 
 

V. PETICIONES 
 

PRIMERO: Declarar probadas las excepciones propuestas por esta parte. 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración solicito al Despacho se sirva negar las 
pretensiones de la demanda de conformidad con la amplia argumentación expuesta a lo largo del 
escrito de contestación. 
 
TERCERO: Que se condene en costas y agencias en derecho a la parte demandante. 
 
CUARTO: Solicito que previo traslado para alegar de conclusión se profiera sentencia anticipada, 
teniendo en cuenta para ello que, en el presente asunto se reúnen los presupuestos contemplados 
por el articulo 182 A del Código de Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo, 
adicionado por el artículo 42 de la Ley 2080. 
 
Sobre el particular, la norma en su parte pertinente reza: 
 
“Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 

1. Antes de la audiencia inicial: 
 

(…) c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con 
la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 
desconocimiento. (…)” 

VI. PRUEBAS 
 
• Que se oficie a la secretaria de educación de Antioquia para que alleguen los antecedentes 

administrativos de la reclamación, ya que estos no reposan en los archivos del fondo ni en 
los del Ministerio de Educación Nacional. Toda vez que es competencia de ellas adelantar el 
trámite administrativo de reconocimiento de prestaciones sociales de los docentes del ma-
gisterio, y, a su vez, custodiar los antecedentes generados por el mismo procedimiento. En 
caso de que no se les vincule. 

• Oficial a la UGPP para que se sirva de corroborar, si efectivamente la demandante no tenía 
derecho a la pensión gracias. 

• Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 
 

VII. ANEXOS 
 
• Poder especial conferido a mi favor. 
• Escritura Pública No. 522 del 28 de marzo del 2019. 
• Escritura Pública No. 480 del 03 de mayo de 2019. 
 

VIII. NOTIFICACIONES 



 
 

 
                                                      
 
 

 

  

 
La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 
No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co. El suscrito apoderado en el correo 
t_sguerrero@fiduprevisora.com.co 
 
Del señor Juez, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Samuel David Guerrero Aguilera 
C.C. No. 1.032.490.579 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 354.085 del C. S. de la J. 
Revisó: t_mmendez 



  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
                                                                                                                                   Nº  032993 
 
Señores  
JUZGADO 027 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
 E.    S.     D. 

 
REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER  
 
 
RADICADO: 11001333502720220009200 
DEMANDANTE: ARGENIS ROJAS CABRERA 
DEMANDADO:  NACIÓN  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL  FONDO NACIONAL DE  

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 
 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los(las) abogados(as): 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

ANGELA VIVIANA MOLINA MURILLO    1019103946 BOGOTA 295622 del C.S. de la J.

DIANA MARIA HERNANDEZ BARRETO    1022383288 BOGOTA  290488 del C.S de la J.

GINA PAOLA GARCIA FLOREZ 1018496314 BOGOTA 366593 del C.S. de la J.

JENNY KATHERINE RAMIREZ RUBIO    1030570557 BOGOTA  310344 del C.S. de la J.

JHON FREDY OCAMPO VILLA    1010206329 BOGOTA  322164 del C.S. de la J.

KAREN ELIANA RUEDA AGREDO    1018443763 BOGOTA  260125 del C.S. de la J.

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ    1118528863 YOPAL  278713 del C.S. de la J.

MARIA PAZ BASTOS PICO 1096227301 BARRANCABERMEJA 294.959 del C.S. de la J.

SAMUEL DAVID GUERRERO AGUILERA 1032490579 BOGOTA 354085 del C.S. de la J.



Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co

Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación.

Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones.

La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso

Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos.

Cordialmente,

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C.
T.P. No. 250.292 del C.S. de la J.

Acepto:



Número de generación: MP20220728114328111331
Fecha generación: 2022-07-28 11:43:28

CERTIFICADO DE MESADA PENSIONAL

FIDUPREVISORA S.A.
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL

MAGISTERIO 

CERTIFICA:

Que al docente ARGENIS ROJAS CABRERA identificado(a) con Cédula de Ciudadanía número 28604057 se le reconoció
REAJUSTE PENSIONAL según resolución 5967 de 2015-10-23, con efectos fiscales desde 2010-09-23 de la cual se verifica la
siguiente información:

MESADA ACTUAL $3,070,517

DESCUENTO SALUD LEYES 91/89, 812/03, 1122/07, 1250/08, 2010/2019. $368,462

BENEFICIARIOS

DOCUMENTO NOMBRES % REPRESENTANTES

**** **** ****

OTROS DESCUENTOS

SOPORTE DESCRPCIÓN VALOR 0% FECHA DE SOPORTE

**** **** **** ****

La administración de estos recursos corresponde a FIDUPREVISORA S.A. según contrato de fiducia con el Ministerio de Educación
Nacional No. 0083 de Junio 21 de 1990.

Dada a solicitud del(a) interesado(a) a los 28 días del mes de Julio del año   2022 11:43:28AM

Cordialmente.

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
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